
El Presidente de Ecuador, Daniel Noboa, condecoró a
su padre, el magnate del sector bananero y cinco veces
candidato presidencial Álvaro Noboa, por “su servicio a
la comunidad ecuatoriana y al país con desinterés y
eficacia”.

Noboa, de 36 años, entregó a su padre, de 73, la
condecoración de la Orden Nacional Al Mérito, en el
grado de Gran Cruz, una de las más altas distinciones
del país.

“Mi padre es un hombre digno, trabajador, que no
solo dejó huella como empresario, filántropo y político,
sino que también fue un padre entregado. Su legado es
un compromiso con el servicio a nuestro país, un lega-
do que siempre llevo conmigo. Mi padre, el hombre que
me enseñó que es posible enfrentar tormentas con el
puño en alto”, dijo el Presidente.

EL EMPRESARIO ÁLVARO NOBOA FUE CINCO VECES CANDIDATO:

Presidente de Ecuador condecora 
a su padre por “su servicio” al país

DANIEL NOBOA dijo que su padre
dejó una huella como empresario. 

E
FE

 

Grupos de transportistas y comerciantes de mercados y tiendas pequeñas
marcharon ayer por varias zonas de Lima para protestar por la inseguridad ciuda-
dana, como parte de una paralización, en la que al menos 13 personas fueron
detenidas.

Los transportistas demandan que se derogue una polémica ley sobre crimen
organizado, que especialistas consideran que obstaculiza su combate, además de
rechazar una propuesta del gobierno para catalogar como “terrorismo urbano”
algunos delitos como la extorsión, el sicariato o el secuestro. 

El primer ministro peruano, Gustavo Adrianzén, aseguró que la protesta ha sido
“politizada” y acusó a un sector de transportistas urbanos de intentar chantajear
al Ejecutivo para obtener nuevas rutas y que les quiten multas. En opinión del
premier, las medidas tomadas por el gobierno tras un primer paro hace una
semana—incluyendo la declaración de estado de emergencia, por 60 días, a trece
de los 43 distritos de Lima y uno en Callao— han sido un éxito y “ahora los extor-
sionadores han migrado a otros gremios”, como las bodegas, las pequeñas tiendas
de alimentación y productos de primera necesidad.

PIDEN QUE SE DEROGUE LEY SOBRE CRIMEN ORGANIZADO:

EL PARO de ayer fue el segundo de los transpor-
tistas pidiendo más seguridad. 
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H oy, resulta difícil ha-
blar de seguridad pú-
blica en América Lati-
na sin hablar de El Sal-

vador y su Presidente, Nayib Bu-
kele. En una región donde la
delincuencia es cada vez más
preocupante y los grupos del cri-
men organizado están ampliando
su alcance en muchos lugares, El
Salvador destaca. Bajo la direc-
ción de Bukele, las tasas de homi-
cidios y extorsiones del país se
han desplomado, y barrios ente-
ros, antes dominados por bandas
armadas, ahora son seguros para
que los residentes puedan cami-
nar por ellos.

Pero esos resultados han teni-
do un costo aterrador: decenas de
miles de personas encarceladas
sin el debido proceso, un estado
de excepción que se prolonga
constantemente y una aguda
concentración de poder debido a
la inexistencia de controles y con-
trapesos. Pocos se detienen a pre-
guntarse si los avances contra el
crimen son sostenibles o a calcu-
lar los costos para la democracia y
las libertades civiles. Y El Salva-
dor no es el único caso que sugie-
re que, cuando se vive con miedo,
los ciudadanos latinoamericanos
están cada vez más dispuestos a
sacrificar derechos a cambio de
seguridad. Según Latinobaróme-
tro, el porcentaje de personas en
nuestra región dispuestas a acep-
tar un gobierno no democrático si
este resuelve sus problemas au-
mentó del 46% en 2016 al 51% en
2023.

Mientras los políticos de toda
la región hacen dudosas prome-
sas de implementar políticas de
mano dura al estilo de Bukele en
sus países de origen, vale la pena
preguntarse: ¿existe una alterna-
tiva viable para América Latina
hoy? ¿Se puede mejorar la seguri-
dad pública sin un costo masivo
para los derechos individuales?

La respuesta es un sí tentativo.
Ningún modelo es perfecto o au-
tomáticamente replicable, pero
en Guatemala, São Paulo (Brasil)
y Bogotá (Colombia), una combi-
nación de investigación y castigo
efectivos con políticas sociales di-
rigidas a la inclusión social ha
producido resultados tangibles
sin comprometer el Estado de De-
recho. Vale la pena analizar estos

ejemplos para ver cómo se logra-
ron los resultados.

Los avances 
de Guatemala

Guatemala fue uno de los paí-
ses más violentos de la región a
principios de la década de 2010,
pero desde entonces ha experi-
mentado una reducción progre-
siva de la violencia letal. En
2009 la tasa de homicidios fue
de 45,6 por 100.000 habitantes,
alcanzó un mínimo histórico de
16,7 en 2023, aunque persisten
muchos problemas, como la
violencia contra las mujeres y el
narcotráfico.

El país logró esto mediante el
fortalecimiento institucional, el
aumento de la capacitación y el
equipamiento, y la sustitución
del enfoque caso a caso de los fis-
cales por investigaciones dirigi-
das a las estructuras criminales.
Paralelamente, el gobierno im-
plementó un programa social lla-
mado “escuelas abiertas”, que
amplía el horario extraescolar y

permite a los jóvenes pasar tiem-
po en un entorno seguro, lo que
limita su exposición a las organi-
zaciones criminales.

Los fiscales y la policía guate-
maltecos siguieron investigando
los homicidios de manera estraté-
gica a pesar de la división política
del país, el desmantelamiento de
la Fiscalía Especial contra la Im-
punidad (FECI) y la persecución
de los funcionarios de justicia que
investigaban delitos políticamen-
te sensibles, muchos de los cuales
fueron procesados o forzados al
exilio.

El caso de São Paulo

São Paulo, la ciudad más gran-
de de América del Sur, alcanzó
un peak de 52,2 homicidios por
cada 100.000 habitantes en
2000. Esa tasa bajó a 6,1 en 2018
y se ha mantenido estable a lo
largo del tiempo, con una tasa de
7,8 en 2023. La mayoría de los
cambios de políticas públicas
para mejorar la seguridad y re-
ducir los homicidios comenza-

ron en 1995 y continuaron a lo
largo de dos gobiernos sucesivos
del Partido de la Social Demo-
cracia de Brasil (PSDB).

Un factor clave fue el departa-
mento de policía civil, responsa-
ble de investigar los homicidios
en los que se desconocía el autor.
En 2001, un plan para investigar
los homicidios cometidos por
reincidentes hizo que el número
de asesinos encarcelados se mul-
tiplicara por siete, y las tasas de
resolución de casos alcanzaron
el 65% en 2005, mientras que la
unidad responsable de asesina-
tos en masa y homicidios múlti-
ples alcanzó una tasa de resolu-
ción del 95% en 2003. Las auto-
ridades invirtieron en sistemas
de información para rastrear los
homicidios, lo que les permitió
asignar mejor los recursos y el
personal. Dado que alrededor
del 67% de los homicidios se co-
metieron con armas de fuego,
otras medidas se centraron en
confiscar y destruir estas armas.
Vale la pena señalar que, si bien
los homicidios disminuyeron, la

letalidad policial sigue siendo
un motivo de preocupación.

Las autoridades también im-
plementaron programas sociales
y comunitarios, como el “Joven
Aprendiz”, que, a partir de 2000,
brindó capacitación a jóvenes de
14 a 17 años de entornos vulnera-
bles para prepararlos para el mer-
cado laboral y luego les asignó un
trabajo remunerado para que
aplicaran sus habilidades. En 1997
se puso en marcha un modelo de
policía comunitaria, en el que los
agentes debían colaborar con gru-
pos comunitarios y organizacio-
nes no gubernamentales para
diagnosticar y abordar problemas
relacionados con la seguridad.

La trayectoria 
de Bogotá

En 2022, la ciudad de Bogotá
alcanzó una tasa de homicidios
de 12,8 homicidios por cada
100.000 habitantes, la más baja
desde 1984 (aunque ese progre-
so puede estar decayendo: en
2023, la tasa de homicidios au-
mentó un 5,3%).

El modelo “Mockus y Peñalo-
sa”, que lleva el nombre de exal-
caldes, se implementó entre 1995 y
2003 y se centró en programas de
concienciación sobre el consumo
de alcohol y medidas de control de
armas de fuego. También incluía
asistencia social para poblaciones
desplazadas y jóvenes consumi-
dores de drogas, así como la reha-
bilitación de zonas degradadas, si-
guiendo la “teoría de las ventanas
rotas”, que indica que los espacios
con signos visibles de abandono
pueden incitar a la conducta delic-
tiva. Las autoridades implementa-
ron reformas institucionales, mo-
nitoreando y evaluando la con-
ducta policial e invirtiendo impor-
tantes recursos para renovar el
equipo de transporte y comunica-
ción de la policía.

Una mejor alternativa
para la región

Las políticas implementadas
en estas áreas no son perfectas.
Por ejemplo, una deficiencia im-
portante en las estrategias tanto
en São Paulo como en Bogotá es
que no necesariamente apuntan
a los delitos perpetrados por el
crimen organizado, una preocu-
pación creciente en la región, o
con armas de fuego obtenidas

ilegalmente.
Pero muestran un camino en

la dirección correcta: hacia una
política de seguridad efectiva
basada en el Estado de Derecho.
Los dos ingredientes cruciales
en este sentido son una política
penal efectiva con el debido pro-
ceso para investigar y procesar a
quienes cometen delitos, junto
con una política de prevención
social para abordar las condicio-
nes que llevan a las personas, es-
pecialmente a los jóvenes, a la
delincuencia. Este enfoque com-
binado debe trascender la pola-
rización basada en la ideología
mediante la articulación de polí-
ticas punitivas que suelen pro-
mover la derecha y políticas so-
ciales que suelen proponerse
desde la izquierda.

Dada la complejidad de abor-
dar las causas estructurales de la
delincuencia, es necesario dise-
ñar políticas de seguridad dura-
deras, que esencialmente requie-
ren cierto nivel de consenso en-
tre los diversos actores políticos.
Debido al alcance transnacional
del crimen organizado, la coor-
dinación y la cooperación regio-
nales también son esenciales.

También es vital una política
de comunicación estratégica y la
sensibilidad a las principales
preocupaciones de la población.
La narrativa la determina quien
actúa primero y, actualmente,
son los defensores de la mano
dura. Una estrategia alternativa
debe llegar a audiencias más am-
plias y diversas, especialmente a
los jóvenes. Esto requiere emple-
ar nuevos formatos, contenidos,
plataformas y un lenguaje dife-
rente, que apele a las emociones
en lugar de a los datos duros.

La región necesita un líder de-
mocrático dispuesto a asumir
este desafío. Quien lo logre po-
drá abordar una preocupación
primordial —el derecho de las
personas a la seguridad y la obli-
gación del Estado de garantizar-
la— y contribuir a frenar el re-
troceso democrático mostrando
que, para variar, la democracia
puede dar resultados.

Taraciuk Broner es directora del Progra-
ma sobre Estado de Derecho Peter D. Bell
del Diálogo Interamericano. Anterior-
mente fue subdirectora de la División de
las Américas de Human Rights Watch y ha
cubierto la situación en Venezuela desde
2008.

{ ANÁLISIS }

¿Existe una alternativa real a Bukele en
materia de delincuencia?

Se puede mejorar la seguridad sin comprometer los derechos. Veamos los casos de Bogotá, São Paulo y Guatemala.

TAMARA TARACIUK BRONER

| AMERICAS QUARTERLY

“POCOS SE DETIENEN a preguntarse si los avances contra el crimen (en El Salvador) son sostenibles o a calcular los
costos para la democracia y las libertades civiles”, comenta Taraciuk. En la foto, la localidad salvadoreña de Apopa
durante el estado de excepción. 
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Al menos 10 personas habrían muerto. 

El huracán Milton dejó al me-
nos una decena de personas
muertas y una senda de destruc-
c ión a su paso por Flor ida
(EE.UU.), con tornados y graves
inundaciones. Más de 3 millones
de usuarios seguían ayer sin luz,
mientras que las autoridades em-
pezaban a evaluar la extensión de
los daños, estimados en hasta
60.000 millones de dólares.

Sin embargo autoridades y
afectados, respiran con algo de
alivio porque “pudo haber sido
peor”, según declaró a EFE Mi-
chael, un residente de Fort
Myers que evacuó antes de la lle-
gada de Milton, la noche del
miércoles, como huracán mayor,
de categoría 3, y con vientos de
hasta 205 km/h.

Cinco de las once muertes se
produjeron en el condado de St.
Lucie, en la conocida como Costa
del Tesoro (Treasure Coast), re-
sultado de tornados relaciona-
dos con Milton que obligaron a
emitir 116 avisos de tornado, se-
gún dijo el gobernador del esta-
do, Ron DeSantis.

Milton, ahora convertido en un
fenómeno extratropical, salió de
Florida tras atravesar el estado de
oeste a este, aunque los expertos
advierten que la costa este puede
sufrir todavía intensas precipita-
ciones y marejadas ciclónicas.

El Presidente estadounidense,
Joe Biden, dijo que las medidas
que se implementaron para sal-
var vidas “marcaron la diferen-
cia”, pero advirtió que todavía
es pronto para evaluar el daño
total causado por el huracán.

Los daños se estiman en hasta 60.000 millones de dólares:

El huracán Milton deja una
senda de destrucción en Florida
EFE

DEBIDO A LOS DAÑOS, al menos 3 milones de usuarios estaban sin luz. En la
foto, las inundaciones en Fort Pierce. 
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EN ST. PETERSBURG una grúa colapsó sobre un edificio.
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UNA DE LAS CONSECUENCIAS más dañinas son las inundaciones. En la
foto, Tampa, que parece haber sufrido menos daños de lo esperado. 

FR
A

N
C

E
 P

R
E

S
S

E
 

VIERNES 11 DE OCTUBRE DE 2024 A 5INTERNACIONAL

Transportistas y comerciantes marchan
en Lima para exigir seguridad
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